Procuraduría General de la Nación defiende a profesional de la salud investigada en proceso ético disciplinario
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• La investigada aclaró en el 2010 ante el Ministerio Público anotación de una historia clínica.


Dentro de un proceso ético disciplinario que se adelanta por parte del Tribunal de Ética Médica del Meta contra una profesional de la medicina, quien en el 2010 precisó al Ministerio Público lo que había anotado en una historia clínica con relación a una paciente específica, la procuradora delegada para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia, Ilva Myriam Hoyos Castañeda, rindió su testimonio e insistió en que a la profesional se le ha vulnerado y se le continúa vulnerando el derecho al debido proceso.

En un primer momento el Ministerio Público le había solicitado a la profesional que precisara si ella efectivamente había escrito en un documento que una paciente había solicitado un aborto, como se concluyó en la Sentencia T-585 de 2010 (M.P. Humberto A. Sierra Porto). Como la citada médico aclaró por escrito que ella no había escrito “indicación de aborto”, como concluyó la Corte, sino “amenaza de aborto”, el 13 de diciembre de 2010, al solicitar la nulidad de la citada sentencia, el procurador Alejandro Ordóñez Maldonado sostuvo que “la Sala Octava de Revisión en la Sentencia T-585 de 2010 partió de la falsa idea que la peticionaria hizo solicitud de aborto ‘desde un primer momento’” y manifestó que ello constituía “una ‘alteración de la prueba’ que conduce de manera directa al desconocimiento del derecho al debido proceso”.

Sin embargo, por medio de Auto 038 del 28 de febrero de 2012 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto), la Sala Plena de la Corte Constitucional resolvió denegar la solicitud de nulidad presentada por el jefe del Ministerio Público y, además, compulsar copias al respectivo Tribunal de Ética Médica contra la mencionada profesional de la salud, toda vez que consideró que la misma pudo haber incurrido en la falta ética de “revelar el secreto profesional” y de transgredir “la reserva de la historia clínica” por el sólo hecho de haber aclarado al Ministerio Público lo que ella había certificado en el documento que había sido citado y utilizado como prueba en la citada sentencia.

Con fundamento en lo anterior, la procuradora delegada testificó ante el Tribunal de Ética Médica del Meta que (i) no conoce a la médica que actualmente se está investigando; (ii) que sí le había solicitado que aclarara lo que había registrado en el documento citado en la Sentencia T-585 de 2010; y (iii) que la mencionada médica no puso a disposición del Ministerio Público ninguna historia clínica.

Finalmente, reiteró que “[d]e conformidad con el artículo 284 de la Constitución Política: ‘[s]alvo las excepciones previstas en la Constitución y la ley, el Procurador General de la Nación y el Defensor del Pueblo podrán requerir de las autoridades las informaciones necesarias para el ejercicio de sus funciones, sin que pueda oponérseles reserva alguna’ (subrayado fuera del texto). Y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 277 constitucional, el Procurador General de la Nación, por sí mismo o a través de sus delegados o agentes, puede ‘[e]xigir a los funcionarios públicos y a los particulares la información que considere necesaria” e incluso “[p]ara el cumplimiento de sus funciones, la Procuraduría tendrá atribuciones de policía judicial, y podrá interponer las acciones que considere necesarias’. Por lo tanto, como Procuradora Delegada para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia, es indudable que me encontraba legitimada para solicitarle a la Doctora […] la aclaración sobre un concepto médico que ella había dado sobre una paciente que obraba dentro de un expediente de tutela respecto del que el Ministerio Público deseaba pronunciarse”.

Y, de igual forma, sostuvo que “como bien lo advirtieron los Magistrados de la Corte Constitucional que salvaron su voto con respecto al Auto 038 de 2012, en postura que comparte plenamente el Ministerio Público, es evidente que por medio del resuelve segundo del mencionado auto se vulneró el derecho fundamental al debido proceso y, particularmente, el derecho de defensa de la Doctora […] toda vez que la compulsación de copias que allí se hace contra ella a este Tribunal, responde a un juicio contra su conducta que hizo la Sala Plena de la Corte Constitucional sin haberla escuchado previamente y, por tanto, sin haberle permitido defenderse. Lo anterior, toda vez que la misma no hizo parte del proceso de tutela que culminó con la sentencia de revisión T-585 de 2010, objeto del Auto 038 de 2012, ni del incidente de nulidad promovido contra esta sentencia por el Procurador General de la Nación que fue resuelto por medio del citado Auto”.

